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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

  SALA No. 6 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, mayo veintitrés de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-18-001-2016-00046-01
Acta Nro. 241 de mayo 23 de 2016
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionada contra la sentencia del 26 de abril de 2016, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes local, en esta acción de tutela que Jesús María Gallego González, inició contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, a la que fueron vinculadas las oficinas  Eje Cafetero, las Gerencias Nacionales de Reconocimiento y de Defensa Judicial, y la Vicepresidencia de Beneficios de dicha entidad.
  



ANTECEDENTES
  



Señaló el demandante, Jesús María Gallego González, por medio de apoderados judiciales
, a quienes por cierto no se les reconoció personería, que en procura de la protección de su derecho fundamental de petición, acudió a este medio con el fin de que se le ordene a la parte demandada, que le dé respuesta de fondo a la solicitud formulada el 4 de marzo de 2016, relacionada con una solicitud de copia de la resolución por medio de la cual se reconoció pensión de jubilación al señor Jesús María Gallego Vanegas, como que transcurridos más de 15 días no ha sido resuelta, ni se ha informado sobre el motivo de su demora y la fecha en la que será atendida.





El Juzgado de primer grado admitió el libelo frente a la la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES-Eje Cafetero, las Gerencias Nacionales de Reconocimiento y de Defensa Judicial, y la Vicepresidencia de Beneficios de dicha entidad, concedió el término de 3 días para que se ejerciera el derecho de defensa, pero hubo silencio.

 



Sobrevino el fallo de primer grado que concedió el amparo pretendido y le ordenó al Gerente Nacional de Reconocimiento brindar la respuesta en forma clara, precisa y congruente. Para así decidir, se apoyó en apartes jurisprudenciales sobre el derecho reclamado y concluyó que se halla acreditada la solicitud elevada a la entidad accionada, sin que fuera contestado.
   



En esta sede se dejó constancia acerca de que la respuesta se produjo y fue recibida por los interesados. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En este caso, Jesús María Gallego González, hace valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo esencial consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Ha recordado la Corte Constitucional
, que:

“En síntesis, la Corte ha concluido que la respuesta al derecho de petición debe cumplir con ciertas condiciones: (i) oportunidad
; (ii) debe resolverse de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado
; y (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario
, so pena de incurrir en la violación de este derecho fundamental.

 3.1.5. Con base en lo anterior, se concluye que es un criterio reiterado por la jurisprudencia constitucional que el incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la vulneración del derecho de petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de fondo al requerimiento que presentó ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la pena recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho ya sea de rango legal o constitucional.”
  



Traídos estos conceptos al caso presente, se tiene que aunque el Juzgado tuvo razón en conceder el amparo, pues dentro del plenario, al momento de proferir su resolución, no había ninguna evidencia acerca de que al interesado ya se le había dado la respuesta pertinente, en el estado actual de cosas, tal como se observa en la constancia que obra a folio 4 del cuaderno número 2, varía la situación, porque ya se tiene la certeza de que al interesado se le dio a conocer la misma.
  



Ahora, si bien el amparo tenía que salir a flote, y al margen de que se declarará superado el hecho que lo motivó, la sentencia debe ser objeto de modificación, por cuanto si se sigue la normativa que rodea las funciones de quienes conforman la estructura interna de COLPENSIONES, en especial, el Acuerdo 063 del 28 de noviembre de 2013  y la Resolución No. 039 de junio 13 de 2012, la carga que se impuso en la sentencia debía recaer en el Gerente Nacional de Gestión Documental
, no en el de Reconocimiento. Y pese a que no fue vinculado al asunto, lo que daría lugar, en principio, a una nulidad, ella puede entenderse saneada con la intervención que hizo en el plenario el vicepresidente jurídico y secretario general de COLPENSIONES, quien, acorde con esa mismas reglamentaciones tiene a su cargo lo relacionado con la defensa jurídica general de la entidad en tratándose de asuntos de este matiz. Adicionalmente, carecería de todo sentido anular el trámite, cuando la situación fáctica que le dio origen está ya superada. 
  



En conclusión, como se anuncia, se modificará el fallo objeto de impugnación en cuanto al funcionario a quien se debió obligar al cumplimiento, pero, a la vez, se declarara superado el hecho; también se adicionará, ya que el Juzgado nada resolvió sobre el particular, para absolver a los demás funcionarios indebidamente involucrados en el asunto.




Finalmente, sea la oportunidad para reconocer personería a los abogados Javier Castañeda Taborda y Sandra Milena Hoyos Pulgarín, con la advertencia de que no podrán actuar en forma simultánea, si algún trámite adicional resultara en este caso. 

  



DECISIÓN  

  



En armonía con lo dicho, la Sala No. 6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley MODIFICA la sentencia proferida el 26 de abril de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes local, en esta acción de tutela que Jesús María Gallego González, inició contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en el sentido de que la orden extendida recaería en el Gerente Nacional de Gestión Documental de la entidad, no en el Gerente Nacional de Reconocimiento, a quien se exonera de responsabilidad, pero se declara superado el hecho que la motivó.
  



Se absuelve a los demás involucrados dentro del asunto.

  



Se reconoce personería a los abogados Javier Castañeda Taborda y Sandra Milena Hoyos Pulgarín, para actuar en representación judicial del accionante, con la advertencia de que no podrán hacerlo en forma simultánea.

  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 
    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                    JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ   
  







� 	Situación ajena a lo prevenido por el inciso 3º del artículo 75 del CGP, pues si bien el primer inciso de esa misma normativa autoriza la designación de uno o varios abogados, está vedada la intervención simultánea como se hace en el escrito de tutela. No obstante, no se altera la cuestión sustancial que envuelve la solicitud de amparo constitucional. 


� 	Sentencia T-.001 de 2015


� 	Sobre la oportunidad, por regla general, se aplica lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo que establece que en el caso de peticiones de carácter particular la Administración tiene un plazo de 15 días para responder, salvo que por la naturaleza del asunto se requiera un tiempo mayor para resolver, caso en el cual la Administración tiene la carga de informar al peticionario dentro del término de los 15 días, cuánto le tomará resolver el asunto y el plazo que necesita para hacerlo. 


� 	En la sentencia T- 400 de 2008 respecto a la necesidad de una respuesta de fondo, la Corte reiteró que “[l]a respuesta de la Administración debe resolver el asunto, no admitiéndose en consecuencia respuestas evasivas, o la simple afirmación de que el asunto se encuentra en revisión o en trámite”. 


� 	Corte Constitucional, Sentencia T-400 de 2008.


� Obsérvese, incluso, como a folio 30 del cuaderno 1, reposa evidencia en ese sentido.





